
QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTICULOS 41 Y 44 DE LA LEY DEL IMPUESTO AL VALOR 
AGREGADO 

 

Los suscritos Francisco Luis Monárrez Rincón, Laura Reyes Retana Ramos, Antonio Francisco Astiazarán 
Gutiérrez y Juan Carlos Pérez Góngora, diputados federales de la LIX Legislatura del honorable Congreso de la 
Unión, integrantes del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en los 
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 55, fracción 
II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General, sometemos a la consideración de la 
Asamblea de esta honorable Cámara de Diputados la presente iniciativa de decreto por el que se reforma el 
párrafo primero de la fracción I y la fracción II, ambos del artículo 41; y, por el que se adiciona el artículo 44, 
todos de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, con base en la siguiente  

Exposición de Motivos  

Los diputados que suscribimos esta iniciativa, compartimos una profunda preocupación por la reducida 
captación de recursos fiscales prevaleciente principalmente en los órdenes de gobierno estatal y municipal, para 
promover el desarrollo humano de los mexicanos y para incentivar consistentemente una mayor competitividad 
de nuestra economía en el contexto mundial, así como por la limitada autonomía de las entidades federativas 
para decidir responsablemente sobre las contribuciones que aporten sus comunidades en favor de su propio 
bienestar.  

Es una realidad bien conocida que México tiene uno de los más bajos niveles de recaudación fiscal en el 
mundo, tanto en relación al tamaño de su economía como en función a su nivel de desarrollo, situación que en 
lo individual, para muchos ciudadanos, puede parecer atractiva, pero que en la realidad fomenta el atraso social, 
obstruye el progreso económico y es motivo permanente de incertidumbre sobre el futuro, al no garantizarse las 
condiciones institucionales que salvaguarden a plenitud los derechos de los ciudadanos.  

También es una realidad incuestionable la existencia de un nivel muy elevado de centralización de facultades de 
política tributaria, que obedece a la estrecha gama de potestades fiscales a favor de estados y municipios, en 
virtud de las restricciones constitucionales y de la coordinación fiscal entre el Gobierno Federal y las entidades, 
que se ha traducido en una alta dependencia financiera para estas últimas y en una escasa capacidad para decidir 
con la autonomía que reclama un auténtico federalismo, la proporción del ingreso social que deba traducirse en 
satisfactores públicos.  

Ante estas desafortunadas realidades, a lo largo de los últimos años se han dado diversos intentos por ofrecer a 
las entidades la posibilidad de acceder a una nueva potestad tributaria de base amplia, a través de la figura de un 
impuesto a las ventas y servicios al público, o impuesto al consumo final, pero con resultados poco alentadores 
en virtud de diversas circunstancias.  

Por ello, esta iniciativa propone sentar la base jurídica para que las Entidades Federativas que así lo deseen 
accedan a la posibilidad de establecer en sus respectivos territorios un Impuesto Estatal a las Ventas y Servicios 
al Público, que incida sobre las ventas de bienes y servicios destinados al consumo final, gravando en una sola 
fase y con una tasa mínima del tres por ciento, el monto de las contraprestaciones efectivamente percibidas por 
quienes enajenen mercancías, presten servicios al público u otorguen el uso o goce temporal de bienes muebles, 
sin incluir en la base del gravamen propuesto el Impuesto al Valor Agregado.  

Se propone que el impuesto que se contempla en esta iniciativa recaiga sobre la totalidad de bienes y servicios 
que se enajenen al consumidor, incluyendo aquellos que actualmente están exentos o tienen tasa cero en lo 
correspondiente al Impuesto al Valor Agregado, a fin de no deteriorar su base ni generar distorsiones a la 
actividad económica.  

No obstante lo anterior, se exceptúan del objeto del impuesto las mercancías y actividades que guardan reserva 
constitucional, las que constituyen formas de ahorro o medios de inversión, los bienes destinados a la 



exportación o que se aprovechen en el extranjero, los servicios de construcción de inmuebles, así como los 
proporcionados a miembros de diferentes tipos de asociaciones como contraprestación normal por sus cuotas.  

El Impuesto que se propone no atentaría contra los beneficios derivados de la Coordinación Fiscal ni 
beneficiaría a unas entidades en detrimento de otras, como tampoco afectaría la recaudación fiscal federal, por 
lo que no se proponen paralelamente incrementos a gravámenes federales, además de que constituiría un nuevo 
instrumento para el control de la evasión fiscal.  

La decisión de instituir este gravamen correspondería exclusivamente a los congresos estatales que así lo 
decidan, así como la definición de sus características operativas, siempre que éstas no se opongan a lo 
dispuesto en el ordenamiento propuesto.  

La aprobación de la presente Iniciativa por esta Soberanía, permitirá que los estados y el Distrito Federal 
dispongan de un impuesto de base amplia, con mayor potencial recaudatorio que cualquier otro gravamen local 
disponible actualmente para las entidades, con los consecuentes efectos favorables sobre sus haciendas públicas 
y sobre su capacidad para responder con mayor oportunidad e intensidad a las necesidades colectivas.  

Así mismo, el impuesto propuesto se inscribe dentro de la tendencia internacional de gravar preferentemente al 
consumo que al ingreso, estimulando con ello el ahorro y la inversión productiva.  

El propósito fundamental es darle a las entidades federativas que así lo acepten, disponibilidad sustancialmente 
mayor de ingresos propios, decisión que correspondería exclusivamente a los Congresos Estatales y a la 
sociedad que representan, en tanto que al Congreso de la Unión le compete brindarles la oportunidad de hacerlo 
y de aprobar su establecimiento, refrendando con ello su vocación federalista y su respaldo a la autonomía de 
los estados.  

Por las razones expuestas los suscritos diputados federales sometemos a la consideración de esta Soberanía el 
presente:  

Decreto por el que se reforma el párrafo primero de la fracción I y la fracción II, ambos del artículo 41; 
y, por el que se adiciona el artículo 44, todos de la Ley del Impuesto al Valor Agregado.  

Artículo Primero: Se reforma únicamente el párrafo primero de la fracción I y la fracción II, del artículo 41, 
para quedar como sigue:  

"Artículo 41: La Secretaría de Hacienda y Crédito Público celebrará convenio con los Estados que soliciten 
adherirse al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal para recibir participaciones en los términos de la Ley de 
Coordinación Fiscal, conviniendo en no mantener impuestos locales o municipales:  

I.- Los Actos o actividades por lo que deba pagarse el impuesto al valor agregado o sobre las 
prestaciones o contrapestaciones que deriven de los mismos, ni sobre la producción de bienes cuando 
por su enajenación deba pagarse dicho impuesto, excepto la prestación de servicios de hospedaje, 
campamentos, paradereros de casas rodantes y de tiempo compartido, así como, por los supuestos 
considerados en los artículos 2A y 2C de esta Ley.  

...  

...  

II. La enajenación de bienes o prestación de servicios cuando una u otras se exporten. 

..."  

Artículo Segundo Se adiciona el Artículo 44 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, para quedar como 
sigue:  



"Artículo 44.- Las entidades federativas podrán establecer un impuesto a las ventas y servicios al público, sin 
que se considere como un incumplimiento de los convenios celebrados con la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público ni del Artículo 41 de esta Ley, siempre que dicho impuesto reúna las siguientes características:  

I. Se establezca a cargo de las personas físicas y las morales que en el territorio de la Entidad Federativa 
de que se trate, realicen las actividades que a continuación se mencionan, cuando las lleven a cabo en 
establecimientos abiertos al público, incluso cuando las actividades se realicen en establecimientos de 
terceros, cualquiera que sea el carácter con el que se ostenten.  

a).- Enajenen bienes muebles;  

b).- Presten servicios;  

c).- Otorguen el uso o goce temporal de bienes muebles.  

Asimismo, cuando las personas físicas y las morales realicen las actividades mencionadas en esta 
fracción, directamente con el público o mediante entregas a domicilio, inclusive cuando las actividades 
se realicen a través de medios electrónicos o telefónicos, aun cuando las personas mencionadas carezcan 
de un establecimiento abierto al público.  

II. La base se determine considerando al menos, lo siguiente:  

a).- La totalidad de los ingresos que perciban los contribuyentes por las actividades gravadas.  
b).- No se incluya en la base del propio impuesto, el Impuesto al Valor Agregado que correspondan a la 
actividad gravada.  

III. La Tasa sea al menos, del 3 % y el impuesto se cause en el momento en que efectivamente se cobren 
las contraprestaciones y sobre el monto de cada una de ellas que correspondan a las actividades 
gravadas.  

IV.- Se considere que se realiza la enajenación de bienes y el otorgamiento del uso o goce temporal de 
bienes muebles en el establecimiento que realice la entrega material del bien; a falta de entrega, el 
establecimiento que levantó el pedido; tratándose de la prestación de servicios, por el establecimiento en 
que se preste el servicio o desde el que se preste el mismo.  

V.- Se contemplen únicamente las exenciones por la enajenación de los bienes, la prestación de 
servicios y el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes muebles, en su caso, tratándose de:  

a).- Moneda nacional y moneda extranjera, así como las piezas de oro o de plata que hubieran tenido tal 
carácter y las piezas denominadas "onza troy".  

b).- Partes sociales, documentos pendientes de cobro y títulos de crédito, con excepción de los 
certificados de participación ordinaria que amparen una cuota alícuota de la titularidad sobre bienes o 
derechos en instalaciones deportivas, recreativas hoteleras o de hospedaje. En la enajenación de 
documentos pendientes de cobro, no queda comprendida la enajenación del bien que ampare el 
documento.  

c).- Lingotes de oro con un contenido mínimo de 99 % de dicho material.  

d).- Los que se exporten. Se considera exportación de bienes la que tenga el carácter de definitiva en los 
términos de la Ley Aduanera. No se considerará como exportación de bienes aquella en la que los 
bienes no salgan del país.  

e).- Los servicios de Correos y de Telégrafos.  



f).- Los intereses, incluyendo los intereses por créditos que se otorguen a través de tarjetas de crédito, 
con excepción de los que cobren las personas que enajenen los bienes. Presten el servicio u otorguen el 
uso o goce temporal de bienes muebles, cuando dichas actividades estén afectas al pago de este 
impuesto.  

g).- Los seguros de bienes utilizados en actividades empresariales o profesionales y los seguros de vidas 
ya sea que cubran el riesgo de muerte u otorguen rentas vitalicias o pensiones.  

h).- Los proporcionados a sus miembros como contraprestación normal por sus cuotas y siempre que los 
servicios que presten sean únicamente los relativos a los fines que les sean propios, tratándose de:  

1.- Partidos, asociaciones, coaliciones y frentes políticos legalmente reconocidos.  

2.- Sindicatos obreros y organismos que los agrupen.  

3.- Cámaras de Comercio e Industria, agrupaciones agrícolas, ganaderas, pesqueras o silvícolas, 
así como organismos que las reúnan.  

4.- Asociaciones patronales y Colegios de Profesionales. 

i).- Las que se aprovechen en el extranjero, cuando sean prestados en el territorio nacional o en el 
extranjero, por residentes en el país o residentes en el extranjero con establecimiento permanente en 
México.  

j). El transporte internacional marítimo.  

k). Gasolina y otros productos derivados del petróleo, cerillos y fósforos; aguamiel y productos de su 
fermentación y cerveza.  

l). Energía eléctrica; servicios del sistema financiero; transportación aérea; transporte ferroviario y uso 
de autopistas federales de cuota.  

m).- Las que se realicen con el fin de:  

1.- Revender los bienes adquiridos.  

2.- Incorporar los bienes adquiridos en bienes manufacturados o ensamblados para su venta 
posterior.  

3.- Incorporar los bienes adquiridos como activo fijo del adquiriente.  

4.- Tratándose de servicios o del uso o goce temporal de bienes muebles, cuando éstos sean 
estrictamente indispensables para realizar las actividades empresariales o profesionales. 

n).- Los servicios prestados por la federación, estados y municipios que den lugar al pago de derechos, 
contribuciones de mejoras o aprovechamientos." 

TRANSITORIOS  

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el 1 de enero de 2006.  

SEGUNDO.- Se derogan todas y cada una de las disposiciones que se opongan al contenido del presente 
decreto.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, DF, a 31 de marzo de 2005.  



Diputados: Francisco Luis Monárrez Rincón, Laura Reyes Retana Ramos, Antonio Francisco Astiazarán 
Gutiérrez, Juan Carlos Pérez Góngora (rúbricas)  


